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Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer con carácter potestativo recurso
de reposición ante el mismo órgano que la ha dictado en
el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente al de
su publicación, o bien directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo en el plazo de dos meses, contado a partir del
día siguiente al de su publicación, ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo en Málaga, Granada o Sevilla, según
corresponda, del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
de conformidad con lo establecido en el artículo 46.1 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

AGENCIAS DE VIAJES QUE SE CITAN

Denominación: Carnaval, S.A. Viajes.
Código identificativo: AN-41253-2.
Domicilio social: C/ Francisco Carrión Mejías, núm. 1

(Sevilla).

Denominación: Viajes Ana Travel, S.A.
Código identificativo: AN-29413-2.
Domicilio social: Avda. Federico García Lorca, núm. 4,

Arroyo de la Miel-Benalmádena (Málaga).

Denominación: Viajes Los Galanes, S.L.
Código identificativo: AN-18324-2.
Domicilio social: C/ Pájaro Azul, núm. 3, Armilla (Granada).

Sevilla, 28 de agosto de 2002.- El Viceconsejero, Javier
Aroca Alonso.

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 9 de septiembre de 2002, de
la Delegación Provincial de Almería, por la que se hace
pública la relación de subvenciones concedidas al
amparo de la Orden de 27 de febrero de 2002, por
la que se establecen las normas reguladoras de la con-
cesión de ayudas para la modernización y fomento
de la artesanía andaluza.

De conformidad con lo establecido en el artículo 10.4
de la Orden que se cita, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Hacer público que mediante Resolución de fecha
9 de septiembre de 2002, se conceden subvenciones para
la modernización y fomento de la artesanía andaluza.

Segundo. El contenido íntegro de dicha Resolución estará
expuesto en el tablón de anuncios de esta Delegación Pro-
vincial, sita en C/ Trajano, núm. 13, de Almería, a partir del
mismo día de la publicación de la presente Resolución en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Tercero. El plazo para recurrir se computará a partir del
día siguiente al de la publicación de esta Resolución en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Almería, 9 de septiembre de 2002.- El Delegado, Juan
Carlos Usero López.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ORDEN de 2 de septiembre de 2002, por la que
se autoriza al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía
para la interposición del recurso contencioso-adminis-
trativo, solicitada por la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, contra la Resolución de la Alcaldía del Ayuntamiento
de Mairena del Aljarafe (Sevilla), de 18 de abril de 2002,
de bases de convocatoria para la selección de dos plazas
de Policía Local mediante el sistema de concurso.

La Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en
Sevilla ha remitido a la Dirección General de Administración
Local las actuaciones realizadas para que se conceda la auto-
rización al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía para
la interposición del recurso contencioso-administrativo contra
la Resolución de la Alcaldía del Ayuntamiento de Mairena
del Aljarafe (Sevilla), de aprobación de las bases de convo-
catoria para la selección de dos plazas de Policía Local median-
te el sistema de concurso.

El pasado 13 de junio apareció inserto en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía núm. 69 el anuncio de las bases
de la referida convocatoria, estableciéndose como procedi-
miento de selección el de concurso, dado que las plazas a
cubrir se reservan al sistema de movilidad sin ascenso. Esta
fue la primera noticia que se tuvo del contenido de la citada
Resolución, ya que la misma no fue remitida a la Delegación
del Gobierno, con clara infracción de la legislación vigente.

Se aprecian las siguientes infracciones de la legalidad
vigente:

1. En la base 3.ª se establecen como requisitos para
ser admitido al procedimiento selectivo cuatro más de los pre-
vistos en el artículo 46.1 de la Ley 13/2001, de 11 de diciem-
bre, de Coordinación de las Policías Locales de An-
dalucía, que son coincidentes con los exigidos en los puntos 1
y 2 de esta base. Además, la mencionada base prevé en su
apartado 1 la exigencia de cinco años de «servicio efectivo»,
cuando el artículo 46.1 de la Ley de Coordinación de las
Policías Locales de Andalucía establece que son de «antigüe-
dad», por lo que deben computarse períodos de situaciones
como excedencias, licencias por enfermedad, permisos y situa-
ciones análogas que no son de servicio efectivo. Con ello se
están agravando injustificadamente los requisitos de admisión
más allá de lo legalmente previsto, en perjuicio de los posibles
interesados.

2. En la referida base 3.ª se exige también que los men-
cionados requisitos deberán mantenerse durante todo el pro-
cedimiento de selección. Dicha previsión es contraria a lo dis-
puesto en los artículos 7 y 8 del Decreto 196/1992, de 24
de noviembre, de selección, formación y movilidad de los Cuer-
pos de la Policía Local de Andalucía, por remisión al artículo
1/1989, que establecen que éstos deberán poseerse y referirse
al último día del plazo de presentación de solicitudes.

3. La base 6.ª se aparta de lo preceptuado en el artícu-
lo 16 del Decreto 196/92, respecto del Tribunal Calificador.
Concretamente, en relación con la composición del mismo,
prevé que preferentemente será un profesor de la Escuela de
Seguridad Pública de Andalucía, cuando la normativa vigente
dispone que el vocal representante de la Junta de Andalucía
será nombrado por la Consejería de Gobernación, sin que deba
estar adscrito a un Centro Directivo concreto.

Tampoco puede ser admitido que exista un séptimo vocal
no previsto en el citado artículo 16 del Decreto 196/92, «otro
representante de los delegados de personal como observador,
con voz pero sin voto», ni se puede establecer un quórum
de constitución del mismo de la mitad más uno de los miem-
bros del Tribunal cuando el artículo 16 del repetido Decreto
dispone de forma expresa que será necesaria la asistencia
del Presidente y cuatro vocales.
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4. En la base 8.ª respecto a la presentación de docu-
mentación y en relación con los requisitos de la base 3.ª,
se exige la acreditación de una serie de requisitos que son
improcedentes, por lo que sólo son ajustados a la legalidad
vigente los documentos referidos al DNI y a los cinco años
de antigüedad en la categoría y faltar más de diez años para
el pase por edad a la segunda actividad.

Asimismo, la referencia a aquellos funcionarios públicos
que estarán exentos de acreditar determinada documentación
resulta redundante, ya que es obvio que todos los que par-
ticipan en el sistema de movilidad deben ser funcionarios públi-
cos, por tanto, todos ellos tendrán derecho a esta exención.

Igualmente, en la base 8.ª se prevé que los aspirantes
propuestos por el Tribunal deberán presentar la documentación
señalada en el plazo de quince días naturales, contraviniendo
lo dispuesto en el artículo 23.1 del Reglamento General de
Ingreso y Promoción Profesional, que establece veinte días
naturales.

5. No se menciona en el texto de la Resolución de la
Alcaldía ni en las bases de convocatoria información sobre
los recursos que proceden en cada caso, el órgano adminis-
trativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y el
plazo para interponerlos, por lo que se infringe el mandato
de los artículos 58.2 y 89.3 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, ya que el ciu-
dadano interesado no tiene por qué conocerlos ni ser versado
en Derecho o no saber el recurso procedente en cada momento,
provocándose por ello la inseguridad jurídica prohibida por
la Ley.

6. No puede exigirse el cuadro de exclusiones médicas
del Anexo I, puesto que ni es requisito de acceso ni constituye
una prueba prevista en el sistema de acceso de movilidad
sin ascenso, al que debe aplicarse el concurso de méritos,
conforme a lo previsto en el artículo 43.1 de la Ley 13/2001.

Todo ello a tenor de lo previsto en el artículo 65.3 de
la Ley 7/1985, de 2 de abril, en relación con el artículo 3.5
del Decreto 29/1986, de 19 de febrero, y artículo 8.6 del
Decreto 512/1996, de 10 de diciembre, por el que se crean
y regulan las Delegaciones del Gobierno de la Junta de An-
dalucía, que determina que corresponden a las mismas, entre
otras competencias, la de requerir a las Entidades Locales
para que anulen los actos y acuerdos que infrinjan el orde-
namiento jurídico y, en su caso, promover su impugnación.

De conformidad con lo establecido en el artículo 64.2 en
relación con el artículo 42 del Reglamento de Organización
y Funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía
y del Cuerpo de Letrados de la Junta de Andalucía, aprobado
mediante Decreto 450/2000, de 26 de diciembre, a iniciativa
del Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla
se solicitó autorización para interponer recurso contencioso-ad-
ministrativo, con especial mención de que se inste la oportuna
suspensión por el Tribunal como medida cautelar.

El artículo 64.2 del Reglamento de Organización y Fun-
ciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía precisa
igualmente que, en los casos de acreditada urgencia, habrá
de estarse a lo dispuesto en el artículo 42 del mismo, pre-
ceptuando éste en su apartado segundo la obligación de dar
cuenta al Consejo de Gobierno de los recursos planteados
para su ratificación y desistimiento, si bien la Disposición Adi-
cional Sexta del Decreto 450/2000 delega la competencia
para autorizar o ratificar, en su caso, el ejercicio de acciones,
incluyendo la presentación de querellas, así como el desis-
timiento y el apartamiento de éstas por parte del Gabinete
Jurídico, en los titulares de las distintas Consejerías.

En su virtud, al amparo de la legislación invocada y de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, he tenido a bien disponer lo
siguiente:

Autorizar la actuación del Gabinete Jurídico de la Junta
de Andalucía en la interposición del recurso contencioso-ad-
ministrativo contra la Resolución 614/2002, de 18 de abril,
de la Alcaldía del Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe (Se-
villa), de bases de convocatoria para la selección de dos plazas
de Policía Local, correspondiente a la Oferta Pública de Empleo
de 2002, solicitándose la suspensión de la Resolución impug-
nada como medida cautelar.

Sevilla, 2 de septiembre de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 4 de septiembre de 2002, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don Juan Carlos Vico Montiel
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de
Jaén, recaída en el Expte. núm. J-195/00-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente, don Juan Carlos Vico Montiel, de la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo.
Sr. Delegado del Gobierno en Jaén, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a 14 de mayo de dos mil dos.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 15 de diciembre de 2000 miembros de
la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad Autónoma de
Andalucía denunciaron que en el establecimiento denominado
“Bar El Pilar”, sito en la C/ Millán de Priego, 24, de Jaén,
se encontraban instaladas y en funcionamiento dos máquinas
recreativas de tipo B, modelos “Game of Fortune” (serie
99-583, matrícula JA-516) y “Santa Fe Mine” (serie 96-2509,
matrícula JA-2638), que carecían de boletín de instalación,
así como una máquina tipo A, modelo “Photo Play 2000”,
que carecía de cualquier tipo de documentación e iden-
tificación.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el día 1 de marzo de 2001 fue dictada la resolución
que ahora se recurre, por la que se impusieron a don Juan
Carlos Vico Montiel, como titular del establecimiento, dos san-
ciones consistentes en multas por un total de ciento setenta
y cinco mil pesetas (175.000 pesetas, equivalentes a
1.051,77 euros), desglosadas en una multa de ciento cin-
cuenta mil (150.000 ptas., equivalentes a 901,52 euros),
como responsable de una falta grave tipificada en los artículos
29.1 de la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma, y 53.2 del Reglamento de Máqui-
nas Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto 491/1996,
de 19 de noviembre, por infracción a lo dispuesto en los artícu-
los 4.1.c) y 25.4 de la Ley, y 24 y 43 del Reglamento; y
en una multa de veinticinco mil pesetas (25.000 ptas., equi-


